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Motivos para la realización de esta guía práctica procesal penal sobre la aplicación práctica de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo



El transcurso de ocho años, desde que se aprobó la Ley del Jurado, puede ser motivo más que suficiente para que elaboremos este documento, que, al igual que otros editados por La Ley, pueda ofrecer algo de luz al enfoque práctico y ágil que siempre requiere la aplicación de una norma.

En efecto, en la misma línea que otras obras que nos han sido editadas por esta editorial como Guía práctica de la Ley de Enjuiciamiento Civil, Guía práctica de delitos contra el patrimonio y el orden socioeconómico, Guía unificadora de criterios en materia de Derecho de la Circulación civil y penal y la Guía práctica en materia de juicios rápidos, nos introducimos ahora en una materia en la que existen innumerables lagunas por todos los profesionales del Derecho, precisamente por las dificultades interpretativas que nos ofrecen muchos preceptos y por la necesidad de avanzar en una unidad de criterios en una materia a la que, además, le añadimos la presencia de ciudadanos que desconocen absolutamente el mundo del Derecho y a los que tenemos que explicarles el desarrollo de un procedimiento sin incidir en cuestiones que puedan luego derivar en nulidades por un exceso en las instrucciones o comentarios realizados.

A lo largo de estas páginas hemos elaborado un total de 493 preguntas con sus consiguientes respuestas, con la misma finalidad de las obras anteriores, intentar modestamente unificar criterios con una sola respuesta ante cada uno de los problemas que hemos ido recogiendo de nuestra experiencia y de las tenidas por otros compañeros, así como por la abundante doctrina y Jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo y de las Salas de lo Civil y Penal de los TT.SS.JJ., y de las resoluciones dictadas en primera instancia por los Magistrados-Presidentes de distintas Audiencias Provinciales.

Muchas han sido, y están siendo, las dudas sobre la aplicación práctica de esta institución del Jurado, y transcurridos ya muchos años desde la aprobación de la Ley, el propio CGPJ, con motivo de la realización de su informe al Anteproyecto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tuvo ocasión de pronunciarse reclamando una inminente reforma de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado.

De suyo, en la comparecencia que efectuó el Presidente del CGPJ y del TS, D. Francisco Hernando Santiago en el Congreso de los Diputados  (1)  el día 24 de abril de 2003 resaltó que se ha observado alguna disfunción que merecería una reforma en la medida en que si tras dos juicios celebrados con jurado no es determinada la culpabilidad por el órgano popular del Jurado se absuelve al acusado. Lo que se propone por el CGPJ es una medida correctora de una posible disfunción que consiste en que si ese evento ocurre, ese procedimiento pasa a ser enjuiciado por un Tribunal profesional. No hay desdoro alguno ni de la calidad del Jurado ni de un acrecimiento de la calidad del juez; es una garantía adicional de que nada quede impune, porque el Tribunal del Jurado todos sabemos las peculiaridades que tiene e incluso las dificultades que se están encontrando para la formación y conformación de los jurados, por lo que es posible que se pueda apreciar un cierto fallo o disfunción en la aplicación de la Ley del Jurado. Es decir, que se trata de corregir, pero no se trata de suprimir el Jurado, en absoluto, ni de variar el modelo del Jurado, se trata de evitar una disfunción.

Se incluyen, también, en la presente obra las dudas y conclusiones más importantes obtenidas en el último curso organizado por el Servicio de Formación del CGPJ en materia de Jurado celebrado en Madrid durante los días 9 a 12 de junio de 2003.

Acompañamos, también, unas tablas estadísticas del funcionamiento de esta institución en los últimos años, así como tablas indicativas del número de homicidios y asesinatos que ocurren en nuestro país y que quedan para su enjuiciamiento dentro de la órbita de la Institución del Tribunal del Jurado, así como otras tablas de sumo interés estadístico elaboradas por el Comité de seguimiento del funcionamiento del Tribunal del Jurado por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

Vicente Magro Servet

Presidente de la Audiencia Provincial de Alicante





	 (1) 

	Ver Boletín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, 24 de abril de 2003, Comisión de Justicia e Interior.


	 Ver Texto 







Tablas estadísiticas de los resultados de la aplicación de la Ley del Jurado en los años 2000, 2001 Y 2002 



INCIDENCIA DEL REGISTRO, RESOLUCIÓN Y PENDENCIA DE ASUNTOS DEL TRIBUNAL DEL JURADO



	Año 2000
	Asuntos ingresados
	Resueltos
	Pendientes




	Audiencias Provinciales con Secciones mixtas
	237
	241
	122



	Audiencias Provinciales con Secciones penales
	196
	194
	105



	Total Año 2000 (1) 
	433
	435
	227







	Año 2001
	Asuntos ingresados
	Resueltos
	Pendientes




	Audiencias Provinciales con Secciones mixtas
	230
	219
	136



	Audiencias Provinciales con Secciones penales
	214
	226
	110



	Total Año 2001
	444
	445
	246







	Año 2002
	Asuntos ingresados
	Resueltos
	Pendientes




	Audiencias Provinciales con Secciones mixtas
	213
	208
	116



	Audiencias Provinciales con Secciones penales
	235
	205
	143



	Total Año 2002
	448
	413
	259





Vemos que se mantienen unas cifras muy semejantes de un año hacia otro, ya que la media de registro de asuntos con jurado está en unos 435, que se acaban resolviendo en la misma cifra, quedando a final de año, para el siguiente, una cifra cercana a los 220-240 asuntos.

La cifra de asuntos resueltos es levemente superior frente a los registrados, como se comprueba en las tablas gráficas que se acompañan, así como el número de recursos que se interponen ante las Salas de lo civil y penal de los TT.SS.JJ., ya que se recurren, aproximadamente, una tercera parte de las sentencias que se dictan por los Magistrados-Presidentes de los Tribunales del Jurado.

AÑO 2000. ASUNTOS ANTE LAS AUDIENCIAS PROVINCIALES COMPETENCIA DEL TRIBUNAL DEL JURADO

[image: ]

AÑO 2001. ASUNTOS ANTE LAS AUDIENCIAS PROVINCIALES COMPETENCIA DEL TRIBUNAL DEL JURADO
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AÑO 2002. ASUNTOS ANTE LAS AUDIENCIAS PROVINCIALES COMPETENCIA DEL TRIBUNAL DEL JURADO
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	 (1) 

	La cifra total que aparece reflejada se obtiene de sumar tan sólo las cifras de procedimientos registrados ante Secciones mixtas y de jurisdicción separada.


	 Ver Texto 







Artículo 1. Competencia del Tribunal del Jurado 



 (1) 
1. El Tribunal del Jurado, como institución para la participación de los ciudadanos en la Administración de Justicia, tendrá competencia para el enjuiciamiento de los delitos atribuidos a su conocimiento y fallo por esta u otra Ley respecto de los contenidos en las siguientes rúbricas:

a) Delitos contra las personas.

b) Delitos cometidos por los funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos.

c) Delitos contra el honor.

d) Delitos contra la libertad y la seguridad.

e) Delitos de incendios.

Apartado 1 del artículo 1 redactado por LO 8/1995, de 16 de noviembre («BOE» de 17 de noviembre), de modificación de la LO 5/1995, del Tribunal del Jurado.

2. Dentro del ámbito de enjuiciamiento previsto en el apartado anterior, el Tribunal del Jurado será competente para el conocimiento y fallo de las causas por los delitos tipificados en los siguientes preceptos del Código Penal (LA LEY-LEG. 3996/1995):

a) Del homicidio (artículos 138 a 140).

b) De las amenazas (artículo 169.1.º).

c) De la omisión del deber de socorro (artículos 195 y 196).

d) Del allanamiento de morada (artículos 202 y 204).

e) De los incendios forestales (artículos 352 a 354).

f) De la infidelidad en la custodia de documentos (artículos 413 a 415).

g) Del cohecho (artículos 419 a 426).

h) Del tráfico de influencias (artículos 428 a 430).

i) De la malversación de caudales públicos (artículos 432 a 434).

j) De los fraudes y exacciones ilegales (artículos 436 a 438).

k) De las negociaciones prohibidas a funcionarios (artículos 439 y 440).

l) De la infidelidad en la custodia de presos (artículo 471).

Número 2 del artículo 1 redactado por la disposición final 2.ª de la LO 10/1995,de 23 de noviembre, del Código Penal («BOE» de 24 de noviembre).

3. El juicio del Jurado se celebrará sólo en el ámbito de la Audiencia Provincial y, en su caso, de los Tribunales que correspondan por razón del aforamiento del acusado. En todo caso quedan excluidos de la competencia del Jurado, los delitos cuyo enjuiciamiento venga atribuido a la Audiencia Nacional.

Apartado 3 del artículo 1 redactado por LO 8/1995, de 16 de noviembre («BOE»de 17 de noviembre), de modificación de la LO 5/1995, del Tribunal del Jurado.

Artículos 19.2, 57.1.2.º y 3.º, 65, 73.3 y 83.1 LOPJ.

Artículo 125 CE.

Artículo 14.3.º.2 y 4.º.2 LECrim.



1. ¿Queda incluido en la órbita del Jurado el delito de robo con homicidio?

La presencia de los delitos complejos es una de las cuestiones que al principio plantearon serias dudas sobre el ámbito competencial del Jurado.

El Tribunal Supremo viene a resolver con claridad esta pregunta al señalar en la sentencia de fecha 16 de mayo de 2001 (La Ley, 2001, JU0000796606) que:


«Se denuncia, por la vía del art. 5.4 LOPJ, infracción del art. 24.1 y 2 CE y de los arts. 1, 24 y 25 de la Ley 5/1995 y de las Leyes 8 y 10 del mismo año, que regulan el Jurado. Ello por entender que esta causa tendría que haberse visto ante ese Tribunal, que es el competente para enjuiciar el delito de homicidio.

Ocurre, sin embargo, que en el Código Penal de 1973 el tipo de robo con homicidio, que es el aquí aplicado, daba lugar a una figura compleja, con ubicación sistemática entre los delitos contra la propiedad. Esto hace que no pudiera entenderse formalmente comprendida dentro de las infracciones para cuyo conocimiento es competente el Tribunal del Jurado (art. 1 LOTJ), lo que confiere, desde luego, legitimidad a la opción consistente en dar a la causa el trámite del procedimiento ordinario con enjuiciamiento por la Audiencia Provincial. Si a esto se une el dato revelador de que el que ahora pone en entredicho esa decisión no hubiera tenido hasta este momento nada que decir al respecto, la conclusión ha de ser que no existió infracción legal. Y mucho menos vulneración de precepto constitucional, pues, como esta Sala ha declarado en múltiples ocasiones, las discrepancias interpretativas en materia de distribución de competencias entre órganos de la jurisdicción penal ordinaria no produce afectación al derecho fundamental al juez ordinario predeterminado por la ley (entre otras, sentencias 1980/2000 y 132/2001). Por tanto, el motivo debe ser desestimado.»



Por tanto, la existencia del delito complejo aleja de la competencia el conocimiento del Jurado para atraerlo a la Audiencia Provincial.

2 ¿Cuál es el delito que con mayor asiduidad entra en la competencia del Tribunal del Jurado?

Indudablemente, es el delito de homicidio, pudiendo establecer un cuadro explicativo de las cifras de delitos de homicidios cometidos el año 2002 en nuestro país que serán juzgados, por ello, por distintos Tribunales de Jurado  (2) .



	PROVINCIAS
	HOMICIDIOS DOLOSOS AÑO 2002
	RATIO POR 100.000 HABITANTES




	Álava
	5
	1,713



	Albacete
	2
	0,538



	Alicante/Alacant
	22
	1,412



	Almería
	10
	1,830



	Asturias
	6
	0,559



	Ávila
	1
	0,606



	Badajoz
	2
	0,302



	Balears (Illes)
	12
	1,309



	Barcelona
	45
	0,917



	Burgos
	2
	0,567



	Cáceres
	2
	0,488



	Cádiz
	9
	0,789



	Cantabria
	5
	0,922



	Castellón/Castelló
	2
	0,399



	Ceuta
	4
	5,253



	Ciudad Real
	2
	0,413



	Córdoba
	7
	0,908



	Coruña A
	2
	0,180



	Cuenca
	-
	0,000



	Girona
	-
	0,000



	Granada
	12
	1,465



	Guadalajara
	-
	0,000



	Guipúzcoa
	12
	1,757



	Huelva
	7
	1,506



	Huesca
	1
	0,479



	Jaén
	8
	1,236



	León
	4
	0,805



	Lleida
	-
	0,000



	Rioja (La)
	-
	0,000



	Lugo
	3
	0,829



	Madrid
	67
	1,212



	Málaga
	19
	1,429



	Melilla
	1
	1,445



	Murcia
	16
	1,304



	Navarra
	2
	0,351



	Ourense
	4
	1,164



	Palencia
	1
	0,568



	Palmas (Las)
	16
	1,682



	Pontevedra
	11
	1,196



	Salamanca
	4
	1,152



	Santa Cruz de Tenerife
	6
	0,672



	Segovia
	1
	0,670



	Sevilla
	14
	0,796



	Soria
	-
	0,000



	Tarragona
	5
	0,792



	Teruel
	-
	0,000



	Toledo
	7
	1,281



	Valencia
	25
	1,103



	Valladolid
	4
	0,798



	Vizcaya
	26
	2,294



	Zamora
	1
	0,498



	Zaragoza
	7
	0,803



	TOTAL NACIONAL
	424
	1,013





Por otro lado, la cifra de asesinatos que también resulta de la competencia del Tribunal del Jurado y la tabla comparativa entre los años 2001 y 2002 se verifica bajo las siguientes cifras explicativas que pueden resultar de interés al concluir el año 2001 con 73 asesinatos y el año 2002 con la cifra de 77  (3) .



	PROVINCIAS
	HOMICIDIOS DOLOSOS AÑO 2002
	RATIO POR 100.000 HABITANTES




	Álava
	-
	-



	Albacete
	1
	-



	Alicante/Alacant
	2
	11



	Almería
	1
	4



	Asturias
	1
	-



	Ávila
	1
	-



	Badajoz
	1
	-



	Balears (Illes)
	1
	4



	Barcelona
	9
	4



	Burgos
	-
	1



	Cáceres
	0
	1



	Cádiz
	1
	1



	Cantabria
	-
	3



	Castellón/Castelló
	-
	1



	Ceuta
	-
	-



	Ciudad Real
	1
	1



	Córdoba
	-
	-



	Coruña A
	-
	4



	Cuenca
	-
	1



	Girona
	1
	-



	Granada
	2
	5



	Guadalajara
	-
	-



	Guipúzcoa
	2
	-



	Huelva
	4
	1



	Huesca
	-
	-



	Jaén
	1
	-



	León
	1
	-



	Lleida
	1
	-



	Rioja (La)
	-
	-



	Lugo
	-
	-



	Madrid
	7
	1



	Málaga
	13
	3



	Melilla
	1
	-



	Murcia
	1
	2



	Navarra
	1
	2



	Ourense
	1
	-



	Palencia
	1
	-



	Palmas (Las)
	1
	3



	Pontevedra
	3
	3



	Salamanca
	1
	-



	Santa Cruz de Tenerife
	3
	3



	Segovia
	-
	-



	Sevilla
	6
	1



	Soria
	-
	-



	Tarragona
	2
	2



	Teruel
	-
	-



	Toledo
	-
	-



	Valencia
	-
	9



	Valladolid
	-
	1



	Vizcaya
	1
	1



	Zamora
	-
	1



	Zaragoza
	-
	3



	TOTAL NACIONAL
	73
	77










	 (1) 

	
Dado que en la obra se ha seguido el articulado de la Ley, en algunas ocasiones determinadas preguntas pueden aparecer repetidas en más de un precepto. Se ha preferido esta opción al objeto de que la utilización de la Guía sea lo más sencilla posible y más fácil la localización de cualquier cuestión.



	 Ver Texto 




	 (2) 

	Boletín Oficial de las Cortes Generales de 7 de mayo de 2003, pág. 297.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Boletín Oficial de las Cortes Generales de 22 de mayo de 2003, Congreso de los Diputados.


	 Ver Texto 








Artículo 2. Composición del Tribunal del Jurado



 (1) 
1. El Tribunal del Jurado se compone de nueve jurados y un Magistrado integrante de la Audiencia Provincial, que lo presidirá.

Si, por razón del aforamiento del acusado, el juicio del Jurado debe celebrarse en el ámbito del Tribunal Supremo o de un Tribunal Superior de Justicia, el Magistrado-Presidente del Tribunal del Jurado será un Magistrado de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo o de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia, respectivamente.

Párrafo 2.º del apartado 1 del artículo 2 redactado por LO 8/1995, de 16 de noviembre («BOE» de 17 de noviembre), de modificación de la LO 5/1995, del Tribunal del Jurado.

2. Al juicio del Jurado asistirán, además, dos jurados suplentes, a los que les será aplicable lo previsto en los artículos 6 y 7.

Artículos 54, 72.2 y 81 LOPJ.



3. ¿Sería competente un Jurado para juzgar a un miembro del Ministerio Fiscal por un presunto delito de cohecho o debería serlo un Tribunal de jueces, en concreto, la Sala de lo Civil y Penal del TSJ por su aforamiento?

¿En qué medida sería de aplicación la LOPJ, de 1 de julio de 1985, LO 6/1985, en cuanto a la atribución que el art. 73 de éste hace a las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia de la instrucción y fallo en única instancia de las causas seguidas contra miembros del MF por delitos cometidos en el ejercicio de su cargo -a salvo la competencia del TS-?

Es ésta una cuestión interesante que introduce la figura e institución del aforamiento como piedra de enlace para definir la competencia o incompetencia del Tribunal del Jurado.

A estos efectos, la posición del Tribunal Supremo es clara a tenor de lo dispuesto en la sentencia de fecha 19 de julio de 1999 (La Ley, 1999, 11792), en la que se señala que:


«La crítica dirigida contra el Jurado puro por la ignorancia jurídica de los jurados legos es un ataque a la opción tomada por el legislador, sobre el modelo de Jurado, formulado fuera del ámbito propio del recurso de casación, y es además ajeno al problema del derecho al juez predeterminado por la ley, cuya vulneración se invoca en el motivo. Este derecho fundamental, como recuerda esta Sala en sus SS 11 Oct. y 10 Dic. 1996 -recogiendo la doctrina jurisprudencial de las TC SS 47/1983 y 199/1987- exige en primer término que el órgano judicial haya sido creado previamente por la norma jurídica, que ésta le haya investido de jurisdicción y competencia con anterioridad al hecho motivador de la actuación o proceso judicial y que su régimen orgánico y procesal no permita calificarlo de órgano especial o excepcional; exigiendo también que la composición del orden judicial venga determinado por Ley y que en cada caso concreto se siga el procedimiento legalmente establecido para la designación de los miembros que han de constituir el órgano correspondiente. De esta forma se trata de garantizar la independencia e imparcialidad que constituye el interés directo protegido por el derecho al juez ordinario predeterminado por la ley.

No hay vulneración de ese derecho en este caso, porque el Jurado, forma reconocida por la CE para la administración de Justicia, está regulado en la LO 5/1995, que la establece para determinados delitos, complementando las previsiones orgánicas y competenciales, LOPJ, de 1 Jul. 1985, LO 6/1985. De este modo la atribución que el art. 73 de éste hace a las "Salas de lo Civil y Penal" de los TT.SS.JJ. de la instrucción y fallo en única instancia de las causas seguidas contra miembros del MF por delitos cometidos en el ejercicio de su cargo -a salvo la competencia del TS- debe entenderse modificada en su contenido por los arts. 1 y 2 de la también Ley Orgánica del Jurado al disponer para determinados delitos, como por ejemplo el de cohecho, que el enjuiciamiento se haga por nueve jurados y un Magistrado que los presidirá, previniendo expresamente que en el caso de los aforados ante los TT.SS.JJ. este Presidente será un Magistrado de su Sala Civil y Penal. En consecuencia, juzgado este acusado -miembro del MF a quien se imputa un delito de cohecho- por un Jurado compuesto por nueve personas elegidas por los trámites y de conformidad con las previsiones legales, presididas por un Magistrado de la Sala Civil y Penal del TSJ por razón de su aforamiento, es claro que tanto en la determinación del órgano juzgador como en la composición de quienes lo integraron, se observaron las previsiones legales jurisdiccionales, competenciales y orgánicas, previamente establecidas.»



La disposición del párrafo segundo del art. 2 es clara, por lo que el juicio se debe desarrollar con un Jurado y un Magistrado de la Sala de lo Civil y Penal del TSJ.





	 (1) 

	
Dado que en la obra se ha seguido el articulado de la Ley, en algunas ocasiones determinadas preguntas pueden aparecer repetidas en más de un precepto. Se ha preferido esta opción al objeto de que la utilización de la Guía sea lo más sencilla posible y más fácil la localización de cualquier cuestión.



	 Ver Texto 







Artículo 3. Función de los jurados 



 (1) 
1. Los jurados emitirán veredicto declarando probado o no probado el hecho justiciable que el Magistrado-Presidente haya determinado como tal, así como aquellos otros hechos que decidan incluir en su veredicto y no impliquen variación sustancial de aquél.

2. También proclamarán la culpabilidad o inculpabilidad de cada acusado por su participación en el hecho o hechos delictivos respecto de los cuales el Magistrado-Presidente hubiese admitido acusación.

3. Los jurados en el ejercicio de sus funciones actuarán con arreglo a los principios de independencia, responsabilidad y sumisión a la Ley, a los que se refiere el artículo 117 de la Constitución para los miembros del Poder Judicial.

4. Los jurados que en el ejercicio de su función se consideren inquietados o perturbados en su independencia en los términos del artículo 14 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, podrán dirigirse al Magistrado-Presidente para que les ampare en el desempeño de su cargo.

Número 4 del artículo 3 redactado por LO 8/1995, de 16 de noviembre («BOE» de 17 de noviembre), de modificación de la LO 5/1995, del Tribunal del Jurado.

Artículos 378 a 404 bis LOPJ.

Artículos 52 a 62 LO 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado («BOE» de 23 de mayo).



4. ¿Debe el Jurado calificar los hechos o ello queda como función del MP tras la declaración de probados o no probados de los hechos incluidos en el objeto del veredicto?

Ésta es una de las cuestiones trascendentales, aunque más claras, de la Ley del Jurado, y así lo señala la Sentencia del TS de fecha 19 de octubre de 2001 (La Ley, 2001, JU0000941454):

«La función esencial de los Jurados, tal y como se define en el art. 3.º de la LOTJ, es la de emitir veredicto, "declarando probado o no probado el hecho justiciable que el Magistrado-Presidente haya determinado como tal, así como aquellos otros hechos que decidan incluir en su veredicto y no impliquen variación sustancial de aquél"; por lo que debe quedar claro que la misión del Jurado es la de optar entre diversas proposiciones fácticas y no entre las calificaciones jurídicas de las acusaciones y la defensa (sentencia núm. 439/2000, de 26 Jul.).»


5. ¿Podría hacer uso el Jurado de la facultad que le confiere el art. 59.2.2 LJ para calificar un hecho concreto cuando resuelve sobre la culpabilidad o inculpabilidad del acusado?

En absoluto. Así lo aclara la sentencia del TS de fecha 19 de octubre de 2001 (La Ley, 2001, JU0000941454):

«Por lo que se refiere al veredicto de culpabilidad (que debería consistir en una sola palabra: culpable o inocente), el art. 3.º de la LOTJ dispone expresamente que los Jurados "también proclamarán la culpabilidad o inculpabilidad de cada acusado por su participación en el hecho o hechos Delictivos respecto de los cuales el Magistrado-Presidente hubiese admitido acusación". En consecuencia, el veredicto de culpabilidad se limita a declarar al acusado culpable "por su participación en los hechos" que se han declarado previamente probados, sin que pueda añadir nada a la calificación o valoración de los mismos que no esté en el previo relato fáctico.»


6. ¿Y cuándo en el art. 61.1.c) LJ se habla de que el Jurado debe pronunciarse sobre considerar al acusado culpable/no culpable del hecho delictivo de...? ¿Puede hacer pronunciamiento expreso?

Debe atenerse a lo que es el objeto del veredicto, pero no añadir nada más. Así lo señala la sentencia del TS de fecha 19 de octubre de 2000 (La Ley, 2001, 16), que explica que se entiende por la expresión hecho delictivo de este precepto:


«Por hecho delictivo se entiende el hecho con relevancia penal (factum), no incluyendo en su comprensión la calificación jurídica de los mismos ("crimen"), pues esta última función, esencialmente técnica, está reservada a las direcciones letradas de las acusaciones y defensas, al Ministerio fiscal y al Presidente del Tribunal del Jurado, así como los órganos jurisdiccionales que conozcan de las impugnaciones partiendo de unos hechos que el Jurado ha declarado probados.

El apartado del veredicto referido a la acusación sobre la culpabilidad o inculpabilidad "por su participación en el hecho o hechos delictivos" es la conclusión de la previa decisión sobre la consideración de hecho probado del hecho justiciable sometido por el Magistrado-Presidente y por las inclusiones no sustanciales introducidas por el propio Jurado.

La decisión del Jurado, en este apartado, se contrae a determinar si el acusado, o acusados, es culpable o inocente de los hechos que ha declarado probados, sin que esa decisión abarque la subsunción jurídica de los hechos y, concretamente, si el delito es doloso o culposo, si homicidio o asesinato, consumado o frustrado, sino que conformarán un relato fáctico del que deberá extraerse las consideraciones jurídicas precisas para la sentencia que el Presidente del Tribunal del Jurado dicta.

Esta diferenciación en las funciones del Jurado y del Presidente del Tribunal del Jurado deslinda en la sentencia la función fáctica, que corresponde al Jurado en cuanto declara el hecho probado, y la función técnica de subsunción que realiza el Presidente del Tribunal del Jurado. Sobre los hechos declarados y previas calificaciones de las partes, el Presidente del Tribunal de Jurado subsume el hecho en la norma penal.

Desde la perspectiva expuesta la argumentación expresada en la sentencia impugnada en la que expresa una diferenciación entre el contenido jurisdiccional del Tribunal del Jurado y los otros órganos jurisdiccionales encargados del enjuiciamiento carece de base atendible. Efectivamente, el Tribunal del Jurado es un órgano jurisdiccional encuadrado dentro de la organización judicial con competencias específicas por razón de los delitos de los que conoce y una específica diferenciación de las funciones en orden a la fijación de los hechos probados y la subsunción jurídica, entre el Jurado y el Presidente del Tribunal del Jurado.»



7. ¿Podría denunciarse en un recurso que se ha apreciado erróneamente un homicidio imprudente cuando de las respuestas del Jurado al objeto del veredicto se plantea que quedaba claro que se trataba de un dolo eventual?

Ello no es posible por la sencilla razón de que en el objeto del veredicto no se califican los hechos, sino que el MP los expone al Jurado y éste los vota, por lo que es el MP el que otorga la calificación jurídica en base a los hechos que se declararon probados por el Jurado. Si es esta errónea puede ser revocada.

Así lo señala la sentencia del TS de fecha 19 de octubre de 2001 (La Ley, 2001, JU0000941454):


«Tampoco puede acogerse la alegación de que el Jurado al optar por la tercera versión fáctica de las propuestas estaba imponiendo necesariamente la calificación de imprudencia, que era la contenida en dicha versión, pues si bien es cierto que al rechazar como probadas las dos primeras desestimó fácticamente la calificación de asesinato y la de homicidio con dolo directo, también lo es que en la restante tenía cabida tanto la imprudencia como el dolo eventual, según razona el Tribunal de apelación. Y el análisis de conjunto de toda la complejidad del hecho, tal y como se declara acreditado, permite estimar que esta última subsunción jurídica es la correcta, y no la de mera imprudencia acogida por el Magistrado-Presidente del Jurado.

En definitiva, no puede acogerse una pretensión cuyo contenido de fondo consiste en denunciar que el Tribunal de apelación vulneró la calificación de homicidio imprudente establecida por el Jurado, porque en nuestro ordenamiento jurídico, presidido por el principio de legalidad, el Jurado no establece la calificación jurídica de los hechos, sino simplemente los hechos.»



8. ¿Puede el Tribunal de apelación (Sala del TSJ de lo Civil y Penal) revisar la valoración de pruebas personales directas practicadas ante el Jurado (testificales, periciales o declaraciones de los imputados o coimputados) a partir exclusivamente de su fragmentaria documentación en el acta?

En absoluto, ya que ello es función estricta del Jurado, como lo señala la sentencia del TS de fecha 24 de octubre de 2000 (La Ley, 2000, 11055):

«El Tribunal de apelación extravasa su función de control cuando realiza una nueva valoración -legalmente inadmisible- de una actividad probatoria que no ha percibido directamente, quebrantando con ello las normas del procedimiento ante el Jurado (art. 3.º LOTJ) así como del procedimiento ordinario (art. 741 LECrim.), de las que se deduce que es el Tribunal que ha presenciado el juicio oral el que debe valorar la prueba, racionalmente y en conciencia. Concretamente no puede el Tribunal de apelación revisar la valoración de pruebas personales directas practicadas ante el Jurado (testificales, periciales o declaraciones de los imputados o coimputados) a partir exclusivamente de su fragmentaria documentación en el Acta, vulnerando el principio de inmediación, o ponderar el valor respectivo de cada medio válido de prueba para sustituir la convicción racionalmente obtenida por el Jurado por la suya propia.»






	 (1) 

	
Dado que en la obra se ha seguido el articulado de la Ley, en algunas ocasiones determinadas preguntas pueden aparecer repetidas en más de un precepto. Se ha preferido esta opción al objeto de que la utilización de la Guía sea lo más sencilla posible y más fácil la localización de cualquier cuestión.
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Artículo 4. Función del Magistrado-Presidente



 (1) 
El Magistrado-Presidente, además de otras funciones que le atribuye la presente Ley, dictará sentencia en la que recogerá el veredicto del Jurado e impondrá, en su caso, la pena y medida de seguridad que corresponda.

También resolverá, en su caso, sobre la responsabilidad civil del penado o terceros respecto de los cuales se hubiera efectuado reclamación.

Artículos 67 a 70 LOPJ.

Artículos 109 y ss. CP 1995.



9. ¿Podría el Jurado alterar la votación de algunos puntos del objeto del veredicto cuando el MP, haciendo uso del art. 63 LJ, devuelve el veredicto por apreciar defectos en el mismo? ¿O debe atenerse el Jurado a mantener los puntos ya votados y circunscribirse sólo a los aspectos señalados por el MP que han sido el motivo de la devolución?

Esta cuestión es de sumo interés práctico y aunque se pueda pensar que es cuestión de laboratorio ya ha ocurrido en algún Tribunal y, evidentemente, podría darse en otra ocasión, por lo que para cumplir la finalidad práctica de esta obra ofrecemos la pregunta y la respuesta que a ella debe darse, ya que el TS en sentencia de fecha 17 de octubre de 2001 (La Ley, 2001, 8737) otorga al Jurado la facultad de alterar los extremos ya votados si se le devuelve el veredicto, no estando obligado a resolver tan sólo los extremos de la devolución, y así señala que la atribución de jurisdicción a los jueces populares, no precluye hasta que el veredicto es definitivamente aceptado por aquél. Veamos:


«Es claro que la elaboración del veredicto se localiza procesalmente en el momento de la valoración de la prueba y de la decisión sobre los hechos. En esta fase el Jurado tiene su ámbito decisional circunscrito por los términos de la definición del objeto del veredicto que el Magistrado-Presidente hubiera realizado. Y hay que entender que ese momento procesal, como tal, y con él la atribución de jurisdicción a los jueces populares, no precluye hasta que el veredicto es definitivamente aceptado por aquél. Afirmar otra cosa, aparte de que no podría hacerse con base legal expresa, sería como sostener que la competencia del Jurado para decidir en la materia de su competencia jurisdiccional es susceptible de extinguirse de manera parcial, en casos como el presente, respecto de aquellas partes del material fáctico sobre las que ya se hubiera resuelto a satisfacción del Magistrado-Presidente, cuando éste, no obstante, hubiera devuelto el veredicto para una reconsideración parcial (art. 63 LTJ).

Como se ha dicho, no hay fundamento legal directo para una tesis como la sustentada en este caso por el Magistrado-Presidente y tampoco podría recabarse para la misma el convincente apoyo indirecto de algún precepto. Esto, no por imprevisión legislativa, sino por una exigencia de método que emana de la propia naturaleza de la función jurisdiccional. En efecto, en el desarrollo de ésta y muy en particular en la valoración de la prueba, debe procederse, primero, de forma analítica, lo que habitualmente lleva a establecer conclusiones parciales y, en principio, provisionales, que pueden o no resultar definitivas en el momento ulterior de la valoración del cuadro probatorio en su conjunto. Por otro lado, es bien sabido que todos los momentos o elementos de este último (como, obviamente, los del hecho mismo lo estuvieron en la realidad), se hallan estrechamente interrelacionados.

Tanto, que, como con frecuencia sucede, la aportación de un nuevo dato obliga a realizar ajustes sobre la convicción relativa a otros que se creía definitivamente adquiridos, bien para desecharlos o para hacerles objeto de una interpretación o valoración diferentes. Dicho en términos coloquiales, en la elaboración de la sentencia, tanto en lo que se refiere a la cuestión de hecho como a la de Derecho, el modo habitual de operar se resuelve en un cierto ir y venir de la parte al todo y de éste a las partes, lo propio de un trabajo complejo en progresión. Y tales desplazamientos, como es bien sabido, deben producirse con frecuencia asimismo entre la quaestio facti y la quaestio iuris, por su estrecha implicación recíproca (aunque, tratándose del juicio con Jurado, esto juegue de forma limitada, sólo por razones institucionales). Así las cosas, y llevando este discurso al caso concreto que se examina, lo sucedido al Jurado a partir de la recepción del veredicto para su rectificación es algo que no sólo no rompe el marco legal del enjuiciamiento sino que, puede decirse, pertenece a la fisiología del juicio jurisdiccional. Y es que el Jurado, al extender su examen a los aspectos del material probatorio relacionados con las cuestiones hacia las que reclamó su atención el Magistrado-Presidente (al poner de relieve los defectos del veredicto), vio determinados aspectos de aquél de forma que consideró más rigurosa o correcta y -como es habitual en la práctica judicial- reajustó su convicción al respecto en coherencia con tal apreciación. Todo ello, actuando dentro del ámbito de la decisión -el de la valoración de la prueba- sobre el que aún tenía íntegramente atribuida la competencia.

A partir de lo razonado, la conclusión es que no existió extralimitación por parte del Jurado cuando dio al veredicto, una vez devuelto, el tratamiento que consta.»







	 (1) 

	
Dado que en la obra se ha seguido el articulado de la Ley, en algunas ocasiones determinadas preguntas pueden aparecer repetidas en más de un precepto. Se ha preferido esta opción al objeto de que la utilización de la Guía sea lo más sencilla posible y más fácil la localización de cualquier cuestión.
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Artículo 5. Determinación de la competencia del Tribunal del Jurado



 (1) 
1. La determinación de la competencia del Tribunal del Jurado se hará atendiendo al presunto hecho delictivo, cualquiera que sea la participación o el grado de ejecución atribuido al acusado. No obstante, en el supuesto del artículo 1.1.a) sólo será competente si el delito fuese consumado.

La expresión «a la pena en abstracto que corresponda» contenida en el apartado1 del artículo 5 ha sido suprimida por LO 8/1995, de 16 de noviembre («BOE» de 17 de noviembre), de modificación de la LO 5/1995, del Tribunal del Jurado.

2. La competencia del Tribunal del Jurado se extenderá al enjuiciamiento de los delitos conexos, siempre que la conexión tenga su origen en alguno de los siguientes supuestos: a) Que dos o más personas reunidas cometan simultáneamente los distintos delitos; b) que dos o más personas cometan más de un delito en distintos lugares o tiempos, si hubiere precedido concierto para ello; c) que alguno de los delitos se haya cometido para perpetrar otros, facilitar su ejecución o procurar su impunidad.

No obstante lo anterior, y sin perjuicio de lo previsto en el artículo 1 de la presente Ley, en ningún caso podrá enjuiciarse por conexión al delito de prevaricación, así como aquellos delitos conexos cuyo enjuiciamiento pueda efectuarse por separado sin que se rompa la continencia de la causa.

Párrafo 2.º del apartado 2 del artículo 5 redactado por LO 8/1995, de 16 de noviembre («BOE» de 17 de noviembre), de modificación de la LO 5/1995, del Tribunal del Jurado.

3. Cuando un solo hecho pueda constituir dos o más delitos será competente el Tribunal del Jurado para su enjuiciamiento si alguno de ellos fuera de los atribuidos a su conocimiento.

Asimismo, cuando diversas acciones y omisiones constituyan un delito continuado será competente el Tribunal del Jurado si éste fuere de los atribuidos a su conocimiento.

4. La competencia territorial del Tribunal del Jurado se ajustará a las normas generales.

Artículos 17 y 300 LECrim.

Artículos 74, 77 y 446 a 449 CP 1995.



10. ¿Tiene importancia el grado de participación a la hora de determinar el enjuiciamiento por Jurado?

Establecen GÓMEZ COLOMER y GONZÁLEZ CUSSAC  (2)  que «el grado de participación del presunto responsable penal en los hechos carece de importancia a la hora de determinar la competencia del Tribunal del Jurado. Da igual que el autor lo sea a título de autor o partícipe».

11. ¿Y en los supuestos de encubrimiento?

Razón tienen GÓMEZ COLOMER y GONZÁLEZ CUSSAC  (3)  cuando señalan que existen supuestos autónomos que ya recogen el encubrimiento en el CP, pero que no son atraídos hacia el TJ por el hecho que el delito original del autor sí que lo esté. Un ejemplo es el del homicidio del art. 138 frente al encubrimiento del homicidio del art. 451.3.a) CP o en caso de malversación de caudales públicos [art. 451.3.b)].

Por ello, éstos no son competencia del Jurado, sino los tipos que ya están fijados en el art. 1.2 LJ.

12. ¿Es preciso que la responsabilidad lo sea en concepto de autor?

La LJ no lo exige expresamente, por lo que es irrelevante, puede ser enjuiciado como autor o cómplice. De suyo, el art. 5 LJ señala que será competencia del Jurado cualquiera que sea la participación.

13. ¿Quién es competente para conocer de un homicidio en grado de tentativa?

La Audiencia Provincial, ya que así lo establece este art. 5 y se argumenta claramente en el auto de la Audiencia Provincial de Madrid de 10 de enero de 2001 (La Ley, 2001, JU0000523951), que señala que:


«Recoge el Tribunal Supremo en la sentencia del 19 Feb. 1999 "el hecho que reviste caracteres de homicidio consumado deberá ser juzgado por el Tribunal del Jurado, porque así lo dispone el artículo 1.1 a) y 2 c) de la LO 5/1995 de 22 May., del Tribunal del Jurado, y el que reviste caracteres de homicidio intentado debería ser juzgado por la Audiencia competente según las reglas ordinarias de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por estar limitada la competencia del Tribunal del Jurado, por el último inciso del artículo 5.1 de la LOTJ, al conocimiento de los delitos contra las personas expresamente previstos que se hubiesen cometido en grado de consumación.

La previsión de excluir el conocimiento por el Tribunal del Jurado de los delitos intentados contra las personas, se debe a que el legislador no ha querido que estas formas imperfectas de ejecución las enjuicie un Tribunal Popular; así ha de entenderse porque, si en el catálogo de delitos del artículo 1 se recogen algunos contra las personas y no hubiera tal exclusión, se tendrían que enjuiciar éstos, cualquiera que fuese su grado de ejecución, como sucede con todos los demás, para los que no se contempla excepción alguna por razón de su perfeccionamiento".»



14. ¿Y el resto de delitos contemplados en el art. 1 LJ?

El art. 5 atribuye la competencia al Jurado de los delitos del art. 1 LJ cualquiera que fuera el grado de ejecución atribuido al acusado, excepto los delitos contra las personas [art. 1.1.a) LJ, homicidio].

15. En un supuesto en que se acuse a una misma persona un asesinato y un homicidio en grado de tentativa, ¿corresponde al Tribunal del Jurado la competencia o a la Audiencia Provincial?

La cuestión relativa a la dificultad que entraña la interpretación de las normas competenciales fijadas por el artículo 5 de la citada Ley Orgánica 5/1995, para aquellos supuestos en que deban enjuiciarse conjuntamente y con arreglo a lo establecido en el artículo 300 de la de Enjuiciamiento Criminal diversos delitos conexos, cuando alguno o algunos vengan atribuidos a aquel Tribunal y los restantes a las Audiencias ha sido planteada por distintos TT.SS.JJ. que han tenido que resolver recursos de apelación resolviendo cuestiones de carácter competencial.

Por su interés sobre esta cuestión podemos citar el auto del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, Sala de lo Civil y Penal de Granada, de fecha 17 de noviembre de 2001 (La Ley, 2001, JU0001007420), que señala que:


«El propio Tribunal Supremo, que ya ha se ha pronunciado en diversos supuestos (sentencias de 14 Oct. 1998, 25 Ene. y 18 Feb. 1999, 23 Mar., 19 Abr., 5 Oct., 29 Nov. y 7 Dic. 2000 y 6 Feb. 2001.).

El problema planteado en estos autos se presenta, por tanto, inmerso en esa innegable dificultad de resolución, no obstante lo cual y sin perjuicio de algunas concretas puntualizaciones en supuestos que no son exactamente los aquí presentados, el tema ha de tenerse por definitivamente resuelto, cuando se trata de la concurrencia de un delito consumado de asesinato u homicidio y otro de igual clase en grado de tentativa, por esa Jurisprudencia del Tribunal Supremo, que incluso motivó el acuerdo de su Sala General de 5 Feb. 1999, según el cual "cuando se imputen a una persona dos delitos contra las personas, uno consumado y otro intentado, con el riesgo de que el enjuiciamiento separado rompa la continencia de la causa, el enjuiciamiento corresponderá a la Audiencia Provincial".

Con arreglo a esa uniforme y constante doctrina jurisprudencial, bastará con reproducir, por más significativo, lo mantenido en la sentencia de 19 Abr. 2000, en la que, tras recordar que la repetida Ley Orgánica dispone en su artículo 1.1 a) y 1.2 a) la competencia del Tribunal del Jurado para los delitos de homicidio -o del cualificado de asesinato- y sus formas, excluyendo de su competencia -artículo 5.1- a los delitos no consumados, e incluyendo, a su vez, en el conocimiento de este órgano jurisdiccional -artículo 5.2- los delitos conexos del artículo 17 de la Ley procesal, aunque excepcionando el supuesto de su número 5, y continuar razonando que, cuando, como ocurre en este caso, al acusado se le imputa un delito consumado y otro intentado de homicidio -o de asesinato-, la competencia para el primero es del Tribunal del Jurado, mientras que corresponde el segundo a la Audiencia, sin que dicha Ley establezca una competencia atractiva del Jurado para el conocimiento del segundo, como sí lo hace en los supuestos de concurso ideal o de conexidad, salvo el apartado 5 del artículo 17, pero disponiendo, sin embargo, el artículo 300 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal el enjuiciamiento conjunto de las imputaciones en relación de conexidad, concluyó terminantemente manteniendo que "este juego de reglas de Competencia han de ser interpretadas a partir de los siguientes presupuestos: el enjuiciamiento de los hechos imputados debe ser conjunto, pues las acciones se desarrollan en un marco temporal y de lugar que así lo requieren, y el Tribunal del Jurado tiene excluida su competencia para los delitos de homicidio, y sus formas, no consumadas. A tenor de lo anterior, la competencia para el enjuiciamiento de los hechos ha de atribuirse a la Audiencia Provincial -por las reglas procesales del sumario ordinario-".»



Vemos, pues, que se opta por la decisión de atribuir la competencia para conocer de ambos hechos a la Audiencia Provincial por la imposibilidad del Tribunal del Jurado de conocer de uno de ellos y la circunstancia de tener que evitar que se enjuicien los hechos por separado, por razones obvias, para evitar la ruptura de la continencia de la causa.

En la misma línea podemos citar el auto de la Audiencia Provincial de Girona (Sección 3.ª) de fecha 20 de septiembre de 1999 (La Ley, 1999, JU000006514).

16. ¿Qué ocurre con los casos de actos preparatorios de un delito que estaría incluido en la órbita del Tribunal del Jurado?

GÓMEZ COLOMER y GONZÁLEZ CUSSAC  (4)  se hacen eco de esta interesante cuestión para señalar que en el CP de 1995 «sólo se castigan ya los actos preparatorios si existe un precepto específico, como los casos de los arts. 141, 151, 168, 304, 553, 578, etc., y estos casos no están incluidos en el art. 1.2 LJ, por lo que ninguno de los preceptos que castigan actos preparatorios han sido declarados competencia del TJ».

17. ¿Cómo se interpreta la atribución al Jurado de la competencia por conexión simultánea del art. 5.2.a) LJ? ¿Qué se exige?

Recuerdan GÓMEZ COLOMER y GONZÁLEZ CUSSAC  (5)  que «Lo relevante procesalmente no es que el imputado sea la misma persona, sino el nexo objetivo que se da entre los distintos hechos punibles, que en este caso viene constituido por:


	
• La temporalidad (simultaneidad de su comisión). 

	
• El lugar (mismo sitio). 

	
• Relación personal (dos o más personas reunidas). 

	
• Además de la condición de aforada de al menos una de ellas.» 



18. ¿Y la comisión bajo acuerdo del art. 5.2.b) LJ?

La referencia contenida en el art. 5.2.b) viene a atribuir aquellos hechos cuya conexidad viene constituida por haber cometido los hechos en distintos lugares o tiempos, pero... si hubiere precedido concierto para ello, que es lo trascendente.

GÓMEZ COLOMER y GONZÁLEZ CUSSAC  (6)  señalan con acierto que esta regla tiene por objeto «agilizar el enjuiciamiento de asociaciones de delincuentes o malhechores, mafias, bandas, etc., en las que fácilmente se comprende que pocos pactos por escrito existirán. Ejemplos típicos serían la comisión de varios incendios forestales por varios autores en varias zonas forestales de comarcas y provincias diversas, o la banda de extorsionistas que se dedica a amenazar a varios empresarios...».

19. ¿Quién es competente para conocer, por ejemplo, en un caso de concurso real entre delitos de asesinato, agresión sexual, amenazas, detención ilegal y falta de lesiones: Jurado o Audiencia Provincial?

El Tribunal Supremo, con fecha 5 de octubre de 2000, atribuyó la competencia a la Audiencia Provincial y no al Jurado, en un caso de concurso real entre delitos de asesinato, agresión sexual, amenazas, detención ilegal y falta de lesiones, y lo hace con una referencia a la sentencia de 18 de febrero de 1999 (primer caso que aborda de un delito consumado contra la vida y otro intentado).

En la misma línea debemos destacar el interesante auto de la Audiencia Provincial de Madrid de 10 de enero de 2001, que señala que el Tribunal Supremo viene a extender el criterio de las anteriores sentencias de 18 de febrero de 1999 y de 19 de abril de 2000 (ambas referidas a casos de concurso entre un delito consumado contra la vida y otro intentado) a todos los demás supuestos de concurso real de delitos.

Justifica con acierto el Magistrado Ángel Luis Hurtado el rechazo a la atracción al Jurado de los supuestos de concurso real si uno de los hechos fuera de la competencia del Tribunal del Jurado señalando que (auto de la AP de Madrid de 10 de enero de 2001):

«No comparto, pues, la opinión de quienes pretenden encontrar una cobertura para atraer al enjuiciamiento por el Tribunal del Jurado los casos de conexidad por concurso real de delitos, en que uno de ellos no viene concretamente atribuido al conocimiento de dicho Tribunal en el artículo 1 de la Ley, mucho más, si tenemos presente que, en las discusiones parlamentarias, fue rechazada la propuesta que hiciera el grupo de Izquierda Unida solicitando la inclusión de una norma de conexión, como la del número 5 del artículo 17 de la LECrim., que no fue aceptada.»


20. ¿Y en los casos de robo con homicidio? ¿Jurado o Audiencia Provincial?

Cuando concurran un delito de robo y un homicidio puede plantearse la cuestión si nos encontraríamos ante un concurso medial de delitos (que no ideal), cuyo enjuiciamiento pudiera corresponder a un Jurado Popular a través del artículo 5 apartado 2 c) de la Ley, pero debe entenderse que quedaría excluido de la competencia del Jurado al no tratarse de un concurso medial. No se trata de que un delito se cometa para perpetrar el otro, sino que podría tratarse de un concurso real.

En el auto de la AP de Madrid de fecha 1 de octubre de 2001 se señala a la hora de analizar una resolución del Tribunal Supremo resolviendo un recurso frente a un auto que entendía que se trataba de un concurso real que:

«En el auto de 23 de septiembre de 1998, el recurrente entendía que no fue correcta la aplicación de las reglas del concurso real, como consideró la Audiencia, pues, en la medida que el acto contra la integridad física se contemplaba como necesario para perpetrar la sustracción, se debería haber acudido al concurso medial; sin embargo, el Tribunal Supremo inadmite el recurso y, aun reconociendo que en ocasiones es posible la figura del concurso ideal, dice que ello ha de ser así cuando tal relación se compruebe en cada caso concreto (se refiere al robo mediante el procedimiento del "tirón"), y continúa que esa línea no implica una tendencia jurisprudencial uniforme, para terminar diciendo que "en el artículo 242 se contempla un caso de concurso real en el que se sancionan por separado la sustracción con el empleo de la intimidación o violencia y el acto de la violencia con un resultado lesivo".»


En efecto, en estos casos es preciso estar al supuesto concreto, y para apreciar si existe concurso real o ideal hay que estar a la intencionalidad del autor. Así lo afirman GÓMEZ COLOMER y GONZÁLEZ CUSSAC  (7)  al señalar que la intencionalidad del autor debe ser el elemento clave.

En el segundo informe del CGPJ de 1999 sobre el funcionamiento del Jurado señala los siguientes ejemplos de interpretación del art. 5.2 LJ por conexidad:


	
• Allanamiento de morada y delitos cometidos por el mismo autor en el interior de la misma. 

	
• Concurso medial entre la muerte o lesiones por imprudencia y la omisión del deber de socorro con unidad de autor. 

	
• Conexidad entre robo con violencia y homicidio o asesinato preordenado al apoderamiento cometido con motivo u ocasión del primero. 



Nótese que en estos casos estaremos al criterio del elemento intencional que es el que resuelve la competencia.

GÓMEZ COLOMER y GONZÁLEZ CUSSAC señalan con acierto que el elemento intencional es clave y señalan estos ejemplos clarificadores, a saber:


	
□ El autor quiere matar y mata a su vecino, pero el modus operandi implica accidentalmente las heridas del cónyuge: el Jurado absorbe los dos. 	
○Si el autor del hecho punible quiso cometer, al contrario, un hecho que no es competencia del Jurado conocerán los Tribunales ordinarios por el proceso ordinario que corresponda, aunque esté conexo a él un delito competencia del Jurado.





	
□ El autor sólo quiere advertir a su vecino que deje de molestar a su esposa dándole una paliza que empieza en la calle y acaba dentro de su casa (allanamiento de morada) causándole lesiones graves, pero el modus operandi implica accidentalmente la muerte de un hijo presente en la pelea (homicidio imprudente excluido del TJ). No es competencia del Jurado. 



21. ¿Y si la intencionalidad se deduce de indicios externos para el segundo delito que es competencia del Jurado, pero no el primero que era el que se quería cometer?

GÓMEZ COLOMER y GONZÁLEZ CUSSAC  (8)  plantean un caso interesante relativo al autor que sólo quiere agredir sexualmente a una persona (violación) pero en el curso del hecho ésta se resiste de tal modo que éste decide matarla después de violarla, actos que consuma ambos, o decide matarla después de violarla para ganar impunidad. La muerte intencional competencia del Jurado atrae a la agresión sexual que era el delito que primero se quería cometer.

22. ¿Y en los casos de allanamiento de morada para robar?

Éste sí que es un típico caso de conexidad por concurso medial (auto del TSJ de Valencia n.º 6/1997, de 11 de marzo) en el que, además, se causaban lesiones leves. También en un caso de allanamiento de morada para cometer una agresión sexual.

Pero como decimos, es el elemento intencional el clarificador.

23. ¿Estas lesiones leves deberían excluirse y juzgarse por un Juzgado de Instrucción?

No, las faltas incidentales también quedan asumidas por el Jurado si se dan las reglas de la conexidad del art. 5. Nada dice la LJ, pero apoya este criterio la Circular de la Fiscalía General del Estado 3/1995.

24. ¿Y en los supuestos de homicidio en el seno de la pareja -caso de violencia doméstica con muerte-, que ha venido precedido de malos tratos habituales? ¿Se trata de un supuesto de concurso real que excluye el conocimiento del Jurado?

Se trata de un supuesto de notable interés dados los reiterados casos que se han producido en nuestro país en los que se produce el fallecimiento de la mujer maltratada que, con carácter previo, había sido víctima de malos tratos habituales.

El Tribunal Supremo en sentencia de 29 de noviembre de 2000 (La Ley, 2001, 1387) resuelve el ámbito competencial en esta interesante cuestión para atribuírselo a la competencia del Tribunal del Jurado al señalar que:


«Nos encontramos ante un delito de homicidio, cuyo conocimiento corresponde indiscutiblemente al jurado, que ha venido precedido de una situación de tensión en el seno de la pareja, que había originado, al parecer, frecuentes y reiterados malos tratos que podrían ser incardinados en el artículo 153 del Código Penal.

La diversa entidad de ambos supuestos delictivos se nos presenta como indiscutible, por lo que, el delito más grave, debe marcar la pauta para determinar la competencia o fuero preferente. El criterio de la mayor gravedad de un hecho como factor determinante de la competencia, está recogido en nuestra ley procesal penal al establecer las pautas para fijar la competencia.

El artículo 18 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en su apartado primero establece, como norma para determinar la competencia territorial en el caso de delitos conexos, la opción por el delito de mayor gravedad lo que constituye una decisión lógica en función de la preferencia y mayor trascendencia de un delito sobre el otro.

Los malos tratos habituales, que constituyen el entorno en el que se desarrollan los hechos que son objeto de enjuiciamiento, desembocan por una especie de progresión delictiva en un hecho grave e irreversible, como es el del homicidio de uno de los componentes de la pareja. Nos encontramos, en principio, ante un supuesto de concurso real, pero con unas especiales características. No se trata de dos hechos absolutamente desvinculados entre sí, que permitan su enjuiciamiento por separado, ya que de alguna manera todas las circunstancias que configuran el delito de malos tratos constituye un antecedente necesario para valorar los componentes, que puedan concurrir en el delito de homicidio. No sólo nos sirve para determinar el móvil, sino que puede constituirse en una circunstancia modificativa de la responsabilidad criminal con el consiguiente riesgo de incidir en el non bis in idem. En definitiva, ni es aconsejable dividir la continencia de la causa, ni es posible enjuiciarlos por separado. Resultaría ciertamente anómalo y contrario a los principios de unidad lógica del objeto del proceso.

Aunque el criterio que ha seguido la Sala de instancia que ha resuelto la competencia en favor del Tribunal del Jurado, no es enteramente aceptable, no podemos negar que se trata de un suceso en el que, analógicamente, pudiéramos considerar que nos encontramos, como ya se ha dicho, ante un supuesto de progresión delictiva que, partiendo de un delito de malos tratos habituales, desemboca en un homicidio que por su relevancia requiere, de alguna manera, el tratamiento procesal preferente y que aconseja que el Tribunal del Jurado atraiga la competencia del delito de malos tratos para enjuiciarlo conjuntamente con un delito de su específica y genuina competencia. El bien jurídico lesionado en ambas modalidades delictivas, está íntimamente relacionado al referirse por un lado al derecho a la vida y por otro a la integridad física y psíquica de las personas.

Por ello estimamos que el criterio de gravedad del hecho enjuiciado es una pauta suficiente y necesaria para establecer la competencia en algunas modalidades de pluralidad delictiva que presentan analogía con determinadas modalidades de concursos delictivos en los que concurren delitos de la competencia del Tribunal del Jurado, con otros cuyo enjuiciamiento vendría atribuido a los jueces y Tribunales técnicos. Una solución contraria, nos llevaría a la desertización de la competencia de los Tribunales populares, que cedería indebidamente su fuero preferente y que vería, cómo la aparición de un hecho delictivo accesorio de distinta naturaleza a los originariamente encomendados al jurado, se llevaría la competencia privando a éste de la posibilidad de ejercer su auténtica y natural función de enjuiciamiento.»



25. ¿Cuál es la regla interpretativa en cuanto a la asunción de la competencia del Jurado por la conexidad?

Podemos recoger el auto de la AP de Sevilla de 3 de octubre de 2000 (La Ley, 2001, 1669), que señala que:


«En los supuestos de conexidad, el citado art. 5.2 LOTJ extiende la competencia del Tribunal del Jurado para el enjuiciamiento de los delitos conexos ajenos a su competencia estricta, definida en el art. 1.2 de la misma Ley, siempre que la conexidad se funde en alguna de las causas que en él se contienen, que son los de:

• comisión simultánea,

• comisión bajo acuerdo,

• comisión medial, y

• comisión para impunidad.

No incluye, por el contrario, tal precepto el supuesto de la conexión analógica prevista en el art. 17.5.º LECrim.: los diversos delitos que se imputen a una persona y que tengan analogía o relación entre sí a juicio del Tribunal. La comparación entre el art. 17 LECrim. y el 5.2 LOTJ, al reproducir éste prácticamente los cuatro primeros supuestos del primero, permite llegar a la conclusión de que el legislador ha excluido expresamente este supuesto de conexidad para determinar, por extensión, la competencia del Tribunal del Jurado respecto de hechos delictivos distintos de los previstos en el art. 1.2 de la misma Ley, seguramente para evitar así una complejidad en los supuestos que se someten a su conocimiento que, en esta primera fase de reintroducción de la institución, se considera nociva. Existe en ello una práctica unanimidad doctrinal.»



26. ¿Qué ejemplo podríamos poner de conexidad por comisión para impunidad?

GÓMEZ COLOMER y GONZÁLEZ CUSSAC  (9)  señalan el del autor de un robo en una casa que mata a la única persona que la habita al apercibirse casualmente de su presencia para que no le descubra, o el del agresor sexual que mata a la víctima para que no la reconozca, o el ladrón que previamente asesina a sus víctimas.

27. ¿Cómo se trata la conexión analógica?

Queda excluida claramente, ya que el art. 17.5.º LECrim. no está incluido en la LJ en el art. 5.2.

28. ¿Cuándo quedan incluidos o excluidos los casos de concurso real de la aplicación de la LJ?

La cuestión es más sencilla de lo que parece, ya que habrá que estar a la verdadera intencionalidad del sujeto, de tal manera que debe considerarse cuál fue la intención respecto al delito principal para comprobar que si éste está dentro de la órbita del Jurado atraerá a los restantes cometidos en concurso con aquél. En caso contrario, no sería competencia del TJ, sino de los órganos judiciales.

29. ¿Cómo aplicar las reglas de la competencia territorial del Tribunal del Jurado en los delitos conexos cuando se cometan en distinta provincia?

Es evidente que si se cometen en la misma provincia los delitos conexos previstos en el art. 5 LJ que atraen la competencia al Tribunal del Jurado no existe problema al juzgarse en la Audiencia Provincial. De todas maneras, como señalan GÓMEZ COLOMER y GONZÁLEZ CUSSAC  (10) , empezaría a conocer el juez de instrucción que primero realice actos procesales o entienda de la causa determinándose la competencia para juzgar en la Audiencia Provincial, mientras que en los casos de distintas provincias se aplica el criterio de que conocería el juez de instrucción, y por ende la Audiencia de su provincia, en que se haya cometido el delito a que esté señalada pena mayor, y que si la pena es la misma, el que primero hubiera incoado la causa. En el caso de que ambos Juzgados de Instrucción de distinta provincia hubieran comenzado las causas al mismo tiempo sería competente el que decida el TSJ.

30. ¿Qué ocurriría si el juez de instrucción tramita las diligencias como previas en un delito de allanamiento de morada y acuerda el sobreseimiento por no estar debidamente acreditados los hechos? ¿Podría la Audiencia, si luego se recurre por la acusación o la fiscalía, confirmar el auto aunque fuera de la competencia del Jurado en cuanto al fondo de la falta de prueba indiciaria?

En absoluto. Existe un claro y patente error en cuanto al procedimiento a seguir, ya que es uno de los delitos que entran dentro de la órbita del Jurado, por lo que se debería decretar la nulidad de lo actuado, incoar procedimiento de la Ley del Jurado y reiniciar las diligencias practicadas en la forma y modo que establece la Ley.

Así se recoge en un auto de la Audiencia Provincial de Girona de fecha 23 de mayo de 2000, que señala que:


«El procedimiento a través del cual se ha tramitado la instrucción de la causa resulta inadecuado, en tanto que una de los hechos denunciados por la Sra. P., el allanamiento de morada, es de los que la LOTJ en su art. 1.2.d) atribuye a la competencia del Tribunal del Jurado, de forma tal que imputándose la comisión de tal infracción a una persona determinada, Jairo, y deduciéndose de las diligencias practicadas en el atestado la posibilidad objetiva de la perpetración del hecho delictivo denunciado, existiendo, por tanto, prima facie una apariencia de veracidad, el Juez de Instrucción debió, conforme a los arts. 789.3.2 LECrim. y 24 LOTJ incoar el procedimiento regulado en esta última Ley a fin de que la Instrucción se llevara a cabo en la forma y con los trámites específicos previstos en esa Ley. No haciéndolo así, es evidente que se prescindió total y absolutamente de normas procedimentales de carácter esencial y se produjo indefensión al verse privado tanto el denunciado como la denunciante de los concretos y específicos mecanismos y garantías que el procedimiento de la Ley del Jurado les concede en defensa de sus respectivos intereses.

Por todo lo expuesto, procede declarar la nulidad de todo lo actuado desde la recepción por el Juzgado del atestado, a excepción claro está de la decisión del Juzgador sobre la situación personal del denunciado, para que por el Instructor se proceda a incoar el correspondiente procedimiento de la Ley del Jurado y se tramiten las actuaciones de conformidad con la misma, sin perjuicio de la decisión que respecto al enjuiciamiento de los demás hechos denunciados pueda adoptarse en función a las reglas de conexidad previstas en el art. 5 LOTJ.»
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Artículo 6. Derecho y deber de jurado



 (1) La función de jurado es un derecho ejercitable por aquellos ciudadanos en los que no concurra motivo que lo impida y su desempeño un deber para quienes no estén incursos en causa de incompatibilidad o prohibición ni puedan excusarse conforme a esta Ley.


31. Cuando una persona es incluida en el sorteo bianual que se desarrolla los días 15 de septiembre, ¿podría alegarse lesión del derecho fundamental a la libertad ideológica de no tener conciencia de poder juzgar, por su inclusión en la lista o el hecho de que ésta no se haya materializado todavía por la inclusión en una lista concreta de candidatos a jurado para una causa excluiría la posibilidad de resolver todavía por no haberse formalizado esta situación?

El Tribunal Constitucional dictó en fecha 29 de noviembre de 1999 (La Ley, 2000, 2526) una sentencia en la que analiza esta cuestión en un supuesto en que una persona que es incluida en la lista bianual rechaza su inclusión por motivos de conciencia.

Entiende el TC que la obligación de juzgar no nace con la inclusión en la lista de candidatos a jurados, sino del sorteo para una causa concreta, por lo que es obvio que la queja deducida en amparo es prematura en tanto que deducida contra una lesión que no sólo no se ha verificado, sino que puede que no llegue a verificarse, caso de que los sorteos sucesivos al ya celebrado para la selección de candidatos determinen la exclusión del recurrente.

Entiende el TC que si se hubieren agotado las vías de alegación (la última es la del art. 38.2) podría plantearse la posible vulneración o lesión de derecho fundamental. Manifiesta, por ello, el TC que:


«El demandante de amparo imputa la lesión de sus derechos fundamentales a un acuerdo por el que se deniega su exclusión, por razones de conciencia, de las listas de candidatos a jurado. Cuestiona, pues, su condición de candidato a jurado; condición que, por sí sola, no ha de traducirse necesariamente en la de jurado sin más, esto es, en la de llamado a pronunciar, con otros, un veredicto en una causa penal concreta. A partir de la lista de candidatos a jurado deberá realizarse un nuevo sorteo, del que resultarán "36 candidatos a jurados por cada causa señalada en el período de sesiones siguiente" (art. 18 LO 5/1995); y de entre éstos aún habrán de sortearse los nueve que finalmente formarán parte del Tribunal (art. 40). En consecuencia, el Acuerdo que ahora se impugna en amparo no supone el nombramiento del actor como miembro de un Tribunal de Jurado que haya de juzgar una causa penal determinada, sino sólo su inclusión entre quienes son candidatos a formar parte de ese Tribunal. Entra, por tanto, dentro de lo posible que el incluido en la lista de candidatos no llegue a ser nombrado jurado y, por tanto, no se vea obligado a participar en la formación de un veredicto, lo que, según se alega, repugnaría a su conciencia.

Así las cosas, y como quiera que las razones de conciencia se esgrimen contra la obligación de juzgar y ésta no nace con la inclusión en la lista de candidatos a jurados, es obvio que la queja deducida en amparo es prematura en tanto que deducida contra una lesión que no sólo no se ha verificado, sino que puede que no llegue a verificarse, caso de que los sorteos sucesivos al ya celebrado para la selección de candidatos determinen la exclusión del recurrente.

La inclusión en la lista de candidatos a jurado sólo determina la obligación de comunicar a la AP correspondiente cualquier cambio de domicilio o circunstancia que influya en los requisitos, en su capacidad o determine incompatibilidad para intervenir como jurado (art. 16.2). Es más, no puede pasarse por alto que la propia Ley permite que el candidato seleccionado en el siguiente sorteo presente nuevamente excusas o alegue causa de incapacidad, incompatibilidad o prohibición (art. 22), en los mismos términos y con la misma amplitud con que pudo hacerlo ante su inclusión en la lista de candidatos. Ello supone que cuando la presunta lesión se encuentra en curso de materializarse con ocasión del segundo sorteo, el candidato elegido puede aún oponer reparos a su designación, entre otras, si así lo estima conveniente, razones de conciencia. Y aún podrá hacerlo nuevamente en el momento señalado para el juicio y antes del tercer y definitivo sorteo (art. 38.2). Sólo cuando esos reparos fuesen rechazados por el Magistrado-Presidente podría, en hipótesis, plantearse el problema de la alegada existencia de una lesión efectiva y real de derechos fundamentales.»



32. ¿Tendría cabida en consecuencia la alegación de la objeción de conciencia? ¿Cuándo podría alegarse?

Con independencia de que el mismo TC en la sentencia anterior ya señala que «el candidato puede aún oponer reparos a su designación, entre otras, si así lo estima conveniente, razones de conciencia»; hay autores que apoyan esta postura, como por ejemplo, Jorge VILA LOZANO  (2) : «el cargo de jurado en el seno de un derecho-deber, pero interiorizándose a modo de un derecho constitucional-facultativo (en lo relativo a génesis y virtualidad) habilitador de una serie de derechos».

Sin embargo, como más tarde veremos, no es un derecho reconocido, aunque las partes tienen por la vía del art. 40.3 LJ recusar hasta 4 miembros extraídos del sorteo.

33. ¿Cuándo podría alegarse la objeción de conciencia aunque no esté reconocida legalmente en la LJ?

Señala Jorge VILA  (3)  los siguientes:

En cuanto a los momentos procesales registrados por la LJ, a tal fin, para esbozar la objeción, aparecen tres estadios:


	
▪ El previsto en el art. 14.1 con el objeto de cuestionar su inclusión en la lista provincial bienal, reclamación resuelta por el Juez Decano de los de Primera Instancia e Instrucción del Partido Judicial (art. 15). 

	
▪ Tras la selección de los 36 candidatos para la causa concreta enjuiciable, los mismos deben devolver un cuestionario alegatorio a tal efecto, adjuntado con la cédula de notificación (arts. 19 y 20). 

	
▪ La situación prevista por el art. 38.2 LJ, cuando, antes de la apertura de la sesión del juicio oral, el Magistrado-Presidente pregunta a los jurados si en ellos concurre alguna de las causas de incapacidad, incompatibilidad, prohibición o excusa prevista en esta Ley (cfr. arts. 8 y ss. LJ). 



34. ¿Cuáles son las sanciones que se derivan de incumplimientos del deber de ser jurado?

La Ley del Jurado desarrolla en diversos apartados las circunstancias de incumplimiento en las que puede encontrarse un jurado, por lo que realizamos en este apartado, que regula la actuación de una persona como posible miembro de un Jurado y como jurado, las sanciones económicas que se podrían imponer en cada caso, a saber:


	
✓ Multa de 150 euros al jurado que no comparezca injustificadamente a la primera citación para constituir Jurado en una causa concreta (art. 39.2 LJ). 

	
✓ Multa de 600 euros a 1.500 euros si no comparece ante la segunda citación. En esta segunda multa se deberá advertir en la citación al jurado la posible multa que se le debe imponer, ya que en caso de no hacerlo constar en la citación esta advertencia entendemos que tan sólo se le podría imponer la de 150 euros. Para graduar la multa en este segundo caso habrá que valorar la condición económica del candidato, por lo que habrá que requerirle con carácter previo para que aporte nómina o documentos que acrediten sus ingresos anuales (art. 39.2.2 LJ). 

	
✓ Multa de 300 euros para el jurado que se niegue a prestar juramento (art. 41.4 LJ). 

	
✓ En el caso de que el miembro del Jurado se vuelva a negar a prestar el juramento exigido se deducirá testimonio para ante el Juzgado de Guardia y se llamará al primer suplente, con lo que se le aplicaría la multa y la responsabilidad penal (art. 41.4 LJ). 

	
✓ Multa de 450 euros al jurado que se niegue a votar el veredicto (art. 58.2 LJ). En estos casos, para que sea procedente la imposición de la multa es preciso que: 
	
▸ Se mantenga en la decisión de abstenerse. 

	
▸ Se le requiera por el portavoz a que vote y que conste en el acta de la votación. 

	
▸ Si se sigue negando se hará constar en el acta para la exigencia de responsabilidad penal. 





	
✓ Multa de 600 euros a 3.000 euros a los jurados que abandonen sus funciones sin causa legítima, o incumplan las obligaciones establecidas en los arts. 41.4 y 58.2. 

	
✓ Multa de 600 a 3.000 euros y arresto mayor a los que incumplieren el deber de mantener el secreto de las deliberaciones del art. 55.3 LJ. 



35. ¿Cómo interpretar lo dispuesto en la disposición adicional segunda LJ, que establece que «Los jurados que abandonen sus funciones sin causa legítima, o incumplan las obligaciones establecidas en los arts. 41.4 y 58.2 incurrirán en la pena de multa de 600 euros a 3.000 euros»?

Se introducen las consecuencias punitivas del tanto de culpa o responsabilidad penal en la que incurren los miembros del Jurado que incurran en lo dispuesto en los arts. 41.4 LJ (el que se negare a prestar juramento o promesa para ser miembro del Jurado) y 58.2 (la persistencia en abstenerse de votar).

En este sentido, en el caso del art. 41.4 se le impondrían dos multas, la primera de 300 euros, sin consecuencias punitivas, y, además, con consecuencias punitivas, otra multa de entre 600 y 3.000 euros, siendo llamado luego el suplente.

En el caso del art. 58.2, se le impondrá primero la multa de 450 euros al que se negare a votar absteniéndose, y, una vez impuesta, si persiste en su actitud se deduce testimonio de particulares y en vía penal se le impone la multa de entre 600 y 3.000 euros, por lo que las multas a imponer tienen distinto carácter al imponerse unas por el MP y otras en sede penal.

36. ¿Qué ocurriría en el caso de que un miembro del Jurado en el segundo día de juicio, por ejemplo, no compareciera o se negara a acudir a las sesiones sin causa justificada? ¿Se le debería obligar por la fuerza pública a acudir a las sesiones?

Entendemos que ésta es una de las típicas situaciones que pueden darse. Es decir, que durante las sesiones algún miembro del Jurado no quisiera seguir el juicio por circunstancias o motivos personales. La gravedad de la situación aconsejaría a imponer la pena máxima de 3.000 euros y sería llamado el suplente que ha estado en la Sala siguiendo el juicio, por lo que no existiría perjuicio alguno al resultado de las sesiones.

37. ¿Y si se da en tres miembros del Jurado esta situación?

El problema podría surgir si esta situación se da en tres miembros del Jurado, ya que tan sólo existen dos suplentes, circunstancia que obligaría a suspender el juicio y reanudarlo con nuevo Jurado. En caso de persistir en su actitud en número mayor a dos estaría obligado a suspender el juicio e iniciarlo de nuevo con nuevo sorteo de 36 miembros de la lista inicial bianual.

El caso no es tan extraño, por cuanto podría darse la situación.

38. ¿Cuáles son las consecuencias de lo dispuesto en el art. 55.3 en el caso de que algún miembro del Jurado vulnere el deber de mantener el secreto de las deliberaciones?

La disposición adicional segunda antes citada establece que los jurados que incumplieren lo dispuesto en el art. 55.3 respecto a la obligación de mantener el secreto de las deliberaciones incurrirán en la pena de arresto mayor y multa de entre 600 y 3.000 euros.

39. ¿Cómo se traduce en la Ley del Jurado el derecho de los ciudadanos a ser miembro del Tribunal del Jurado?

GÓMEZ COLOMER elabora un interesante listado extraído de los distintos preceptos de la LJ que lo tratan, a saber:


	
• Derecho a formar parte de las listas del censo provincial a los efectos de ser sorteado cada dos años como candidato a jurado correspondiente (art. 18). 

	
• Derecho a ser sorteado como candidato a jurado adscrito a los períodos de sesiones del TJ correspondiente (art. 18). 

	
• Derecho a formar parte como miembro titular o miembro suplente del TJ para una causa concreta de ser sorteado y no recusado (art. 40). 

	
• Derecho, siendo miembro titular, a ejercer la función jurisdiccional en los términos del art. 3, caso en el que el derecho legal se ve plenamente satisfecho. 

	
• Derecho a la protección específica de su independencia (art. 3.4). 

	
• Derecho a percepciones económicas por la prestación de la función (art. 7). 
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